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El presente es tiempo de propuestas y denuncias por
parte de los actores políticos, los que buscan con
ellas impactar en las conciencias ciudadanas y mos-
trar parte de sus activos.

Iniciamos con la diputada perredista Alejandra Barra-
les, presidenta de la Comisión de Gobierno de la ALDF,
la que presentó  una iniciativa de Ley de Protección a las
Mujeres del Distrito Federal, contra la violencia física,
moral y psicológica.

Su propuesta está basada en tres ejes rectores: violen-
cia, salud y electoral y contiene la creación del Centro de
Justicia para Mujeres en el DF, que contará con personal
capacitado y sensibilizado en perspectiva de género, pa-
ra evitar la doble victimización.

Esta iniciativa que tendrá como corolario un magno fes-
tival en pleno Zócalo el 31 de julio, propone elevar las
penas a los golpeadores y violadores y la persecución de
oficio al momento de conocerse el caso, dejando atrás la
necesidad de una querella o denuncia, para iniciar la inves-
tigación.

*Diputados y senadores del PRI presentaron ante la
PGR una denuncia de hechos, por la probable colusión
de funcionarios en el nombramiento que recayó en Mony
de Swaan, como comisionado de la COFETEL y que hi-
zo posible su elección como presidente del organismo,
sin cumplir con los requisitos de ley.

A decir de los priístas Fernando Castro y Jorge Carlos
Ramírez, no existe información alguna que hable sobre la
experiencia profesional en ese terreno de Mony de Swaan.

Para los senadores y diputados del PRI, es falso que el
Presidente de la república pueda conducirse con entera
libertad de todos los servidores públicos adscritos a áreas
que le resulten dependientes, por lo que debe conducirse
con apego a lo establecido por el artículo 9C.

Ante esta situación, los legisladores priistas deman-
daron se castigue con apego a la ley a quien resulte respon-
sable de la violación al artículo 214 fracción primera del
Código Penal Federal.

*Desde Veracruz nos remiten los problemas que exis-
ten en la Jurisdicción Sanitaria V, con sede en Xalapa,
donde la titular Janeth Maceda Garrido no atienda las ins-
trucciones del gobernador Fidel Herrera Beltrán.

La doctora en cuestión remite al gobernador Herrera
Beltrán la solución de la toma de dos edificios donados por
el gobierno estatal y que se encuentran retenidos por jóve-
nes desde hace más de seis meses, lo que provoca mo-
lestia en la población que acude a realizar trámites y deja
sin espacio a los más de cien trabajadores del área.

Pero la doctora Maceda Garrido es señalad también
por una serie de actos de corrupción, lo que genera falta de
equipamiento en los centros de salud, los que de manera ile-
gal se almacenan en una bodega del municipio de Xico.

También la doctora Maceda Garrido abusa en la prác-
tica del nepotismo.

Pero el área de salud del gobierno de Fidel Herrera
enfrenta una terrible crisis, ya que otros funcionarios co-
mo la Dra. Irasema Guerrero Lagunes y el ingeniero Bru-

no Villegas, asesor del secretario del ramo, se encuentran
lejanos de practicar la austeridad recomendada por el go-
bernador y gastan cantidades exorbitantes en la realización
de eventos.

*Julio César Aragón, representante de la comunidad
migrante mexicana que vive en los Estados Unidos, en-
vía una recomendación al presidente Felipe Calderón Hi-
nojosa, para hacerla frente al desorden social que vive
México.

Como en dos ocasiones anteriores en que se reunie-
ron los grupos de migrantes con el Ejecutivo federal
(2007-2008), en México y una más (mayo de 2010) en
Estados Unidos, Aragón establece que el gobierno me-
xicano deberá buscar ayuda transnacional, ya que la si-
tuación rebasó al Ejército y a las instituciones policía-
cas, las que, dijo, no tienen la capacidad ni la confian-
za de los ciudadanos.

Por eso, añade Aragón, la sugerencia es la de buscar el
respaldo de la organización Blackwater, ya que la experien-
cia de ellos podría poner el orden y la paz social, sin mo-
lestias para el ciudadano.

Cabe destacar que Blackwater es una empresa mili-
tar privada de los Estados Unidos que ofrece servicios
militares de seguridad y trabaja de cerca con el Departa-
mento de Estado en el vecino país del norte.

La empresa ya cambió de nombre y ahora se denomi-
na Xe Service LLC y entrena, anualmente, a más de 40 mil
personas, provenientes de las fuerzas armadas de los Es-
tados Unidos, así como agencias de seguridad de distintos
países del mundo.

Incluso, en la propuesta de Aragón se establece que
el monto de los costos de los servicios de esta empresa
militar pudiera ser cubierto con la ayuda que otorga el
gobierno de Estados Unidos a México, dentro de la ini-
ciativa Mérida.

Lo que no aclaran los representantes de migrantes es
que dicha empresa se ha visto envuelta en una serie de
polémicas, ya que las acciones por ellos desarrolladas
han causado a la población civil que se encuentra al mar-
gen de los conflictos bélicos en su zona.

*En Durango, la denuncia es constante sobre los abu-
sos y omisiones cometidos por la administración saliente
del gobernador Ismael Hernández Deras y que en los úl-
timos tiempos se recrudeció.

La denuncia pública en contra del gobernador de Du-
rango refiere que se benefició durante su administración
a pequeños grupos selectos de sus colaboradores y se re-
alizó un saqueo sistemático del erario del estado.

Quedan los índices más bajos en materia de seguri-
dad pública, desarrollo social y empleo y una larga cade-
na de actos delictivos, destacando la serie de homicidios
que quedaron sin ser resueltos durante su sexenio.

Y es que con la detención de la directora del penal
de Gómez Palacios y el descubrimiento de los sica-
rios que salían de la cárcel por la noche para cometer
sus delitos, queda en evidencia el trabajo de las auto-
ridades en la materia.

Un poderoso movimiento social iniciado en varias ciudades de
Estados Unidos, con el apoyo del gobierno federal, derivó en la
resolución de la juez Susan Bulton de detener temporalmente

la aplicación de la ley antiinmigrante SB1070 que entraría en vigor
en Arizona  a partir de ayer, a efecto de evitar la detención y depor-
tación de trabajadores indocumentados.

La idea es abolir esa legislación, señaló la dirigente Angélica
Salas, de la Coalición de Defensa de los Derechos Humanos de Los
Ángeles, mientras que la gobernadora de Arizona, Jan Brewer,
considera que la orden de la juez federal de Washington “es un pe-
queño escollo” en la lucha de sus gobernados para frenar la invasión
ilegal a esa parte del territorio estadounidense.

En esta lucha, que se refleja en la disminución de la remesas ha-
cia México, se entrelazan diversos intereses y formas de pensar;
desde los que dan la razón a la Unión Americana de defender a su na-
ción ante una creciente e indetenible ola de mexicanos que llegan dia-
riamente en busca de mejores condiciones de trabajo, hasta la pos-
tura encomiable del presidente Barack Obama y su administra-
ción a favor de los derechos humanos.

Es una lucha política, legal e ideológica, pero fundamentalmen-
te, económica. Tiene que ver con la incapacidad gubernamental del
lado mexicano para crear empleos y mejorar la calidad de vida de los
connacionales; no hay en nuestro país ni estímulos a la creación de
nuevas empresas, ni educación de calidad; al contrario, hay desinte-
rés y abandono en el sector educativo que impide a las nuevas gene-
raciones aspirar a una vida digna y de realizaciones profesionales.

Durante décadas los gobiernos han confiado su suerte a la emigra-
ción hacia los Estados Unidos y en la recepción de las remesas para man-
tener dinámica la economía rural y para detener posibles brotes socia-
les por la situación de atraso y de miseria en el área rural. Hoy las con-
diciones han cambiado: se cuenta con un presidente en Estados Unidos
defensor de los derechos humanos, pero un gobierno estatal que cap-
ta el descontento con la llegada de extranjeros miserables a sus tierras;
de esa lucha nuestro país da la batalla legal, pero no económica.

Se requiere sentar las bases para cambiar la estructura económi-
ca de nuestro país; ampliar la oferta de empleo y asegurar mejores in-
gresos, no disminuirlos como ya sucede con las jubilaciones, pues le-
jos de alentar la economía y la estabilidad económica, se promueve
el descontento y se estimulan los brotes de descontento popular. Has-
ta ahora, ningún gobierno mexicano ha encontrado la brújula de cò-
mo resolver el problema económico en México. Sólo produce desem-
pleados y genera presión en la Unión Americana con el envío de in-
documentados, situación que se revertirá en cualquier momento.

Por ahora fue detenida la aplicación de la Ley Arizona SB1070,
pero se advierte que continuará la lucha en todos los frentes. Es ne-
cesario que el gobierno de México asuma su responsabilidad en re-
tener a nuestros compatriotas porque la decisión, se aclara, es tem-
poral, no definitiva.

TURBULENCIAS
Eventos deportivos en Coacalco

El deportivo municipal “César Camacho Quiroz”  de Coacalco espera
recibir este fin de semana a cuando menos mil deportistas al iniciarse el De-
portelmex el sábado 31 julio y domingo 1 de agosto informó la directora
de Desarrollo del Medio Ambiente, Carolina Castañeda Sánchez…
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